INTERÉS JURÍDICO. LO TIENE CUALQUIER HABITANTE O PROPIETARIO DE UN ÁREA QUE RESULTE DIRECTAMENTE AFECTADO, EN RELACIÓN CON ACCIONES URBANÍSTICAS, CAMBIOS DE USO DEL SUELO U OTROS APROVECHAMIENTOS DE PREDIOS O FINCAS, QUE ORIGINEN UN DETERIORO EN LA CALIDAD DE VIDA DE LOS ASENTAMIENTOS HUMANOS O CENTROS DE POBLACIÓN, SOLO SI ACREDITA QUE PREVIAMENTE SE INCONFORMÓ ANTE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA COMPETENTE. Adoptando el criterio sustentado por el Honorable Pleno de nuestro más Alto Tribunal en el País, en la contradicción de tesis de jurisprudencias número 29/94, el interés jurídico supone la existencia de un derecho jurídicamente tutelado, como en la especie acontece, con el derecho de preservación del entorno residencial que prevee el artículo 57 de la Ley General de Asentamientos Humanos y sus correlativos 169 y 170 de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de Jalisco, en relación con edificaciones y urbanizaciones, cambios de uso del suelo u otros aprovechamientos de predios o fincas, que contravengan leyes, reglamentos, programas o planes de desarrollo urbano aplicables, que originen un deterioro en la calidad de vida de los asentamientos humanos o centros de población, pero la sola existencia de ese derecho no basta para estimar, que cualquier habitante o propietario de un área que resulte directamente afectado, acredite por ese solo hecho su interés jurídico, sino que es imprescindible además, para promover el juicio de nulidad, en el que se exija que se lleven a cabo las modificaciones, suspensiones, clausuras o demoliciones que sean necesarias para cumplir con los citados ordenamientos, que ese derecho público subjetivo sea afectado por un acto de autoridad, lo cual solo acontecerá en el momento en que la autoridad administrativa competente, esto es, la propia autoridad emisora del acto impugnado o su superior jerárquico inmediato, resuelva la petición que le formule el gobernado a la autoridad responsable, en los términos de los artículos 57 de la Ley General de Asentamientos Humanos o sus correlativos 169 y 170 de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de Jalisco, o que éstas dejen de hacerlo en el término de treinta días que establece el último de los numerales citados, los cuales deberán computarse hábiles, acorde a la ley procesal de la materia en la Entidad, porque por otro lado, no se trata de un problema de definitividad, sino de interés jurídico, puesto que la afectación en cita, solo se produce hasta que la autoridad administrativa se pronuncia o deja de hacerlo, con respecto a la petición del gobernado que reside en el área afectada o que es propietario de un inmueble que se ubica dentro de la misma. 
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